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Las leyes contribuyen de manera decisiva al mantenimiento del orden democrático más que sus circunstancias físicas, y las mores (las disposiciones morales e intelectuales de los hombres) son más importantes que las leyes. Los españoles al sur de América, tan favorecidos por la geografía como los angloamericanos, son incapaces de mantener una república democrática. México, que adoptó la Constitución de los Estados Unidos, no lo puede hacer. 

ALEXIS DE TOCQUEVILLE, La democracia en América, 1835 

La organización eficiente es la clave del crecimiento. Una organización eficiente supone el establecimiento de arreglos institucionales y derechos de propiedad que crean incentivos para canalizar los esfuerzos económicos individuales en una dirección que permita acercar las tasas de rendimiento individuales a las sociales. 

DOUGLASS C. NORTH, El surgimiento del mando occidental, 1973 

E1 propósito de este ensayo es destacar la importancia de las instituciones en el desarrollo económico de México. Estudiar el proceso de desarrollo desde la óptica de los efectos de sus instituciones en el comportamiento de la estructura económica, de la evolución de sus principales variables macroeconómicas y del papel de los actores relevantes, es una perspectiva promisoria que cobra especial importancia en una etapa de cambios económicos e institucionales muy profundos. En opinión de algunos analistas estos cambios han producido una crisis en la "visión" sobre el desarrollo económico que compartían los principales grupos de la élite gobernante. La perspectiva histórica es muy pertinente porque en el largo plazo es cuando se puede realmente evaluar el papel de las instituciones en el desempeño económico. 

Desde una óptica general Schumpeter lo advirtió con magistral claridad: 

"Puesto que nos enfrentamos a un proceso cuyos elementos requieren mucho tiempo para revelar sus verdaderos rasgos y efectos últimos, no tiene sentido evaluar el desempeño de tal proceso ex visu en un punto dado de tiempo; debemos juzgar su desempeño a la larga, conforme se va desenvolviendo durante décadas o siglos. Un sistema -cualquier sistema, económico o de otra índole- que en cada punto dado de tiempo utiliza plenamente sus posibilidades puede ser a la larga inferior a un sistema que no lo hace en ningún punto del tiempo, porque este último fracaso para hacerlo así puede ser requisito para el nivel o rapidez de su desempeño a largo plazo."' 

Hasta ahora muchos analistas han estudiado el desarrollo mexicano desde diversas perspectivas analíticas y han abordado una gama amplia de temas o problemas.' Por desgracia, muy pocos han analizado las instituciones como variables clave del desarrollo. A pesar de la importancia de las instituciones, habría que reconocer que el análisis institucionalista lo ha desarrollado sólo un grupo reducido de autores y apenas se empieza a estudiar el papel de las instituciones.' 

En este ensayo se propone un conjunto de hipótesis –a caso temas de investigación- con el fin de propiciar un intercambio de ideas en esta importante materia. 

EL NEOINSTITUCIONALISMO, UN NÚEVO ENFOQUE SOBRE EL DESARROLLO: LA IMPORTANCIA DE LAS INSTITUCIONES 

E1 enfoque neoinstitucionalista sostiene que las instituciones desempeñan un papel crucial en la dinámica y el desarrollo de cualquier sistema económico.' Las instituciones son las reglas del juego que guían la vida económica, política y social. Esas reglas explican el éxito o el fracaso, el crecimiento o el estancamiento de un sistema socioeconómico. Las instituciones pueden ser eficientes o ineficientes para generar un sistema de incentivos (o desincentivos) económicos y extraeconómicos para que los individuos participen en procesos de intercambio socioeconómico complejos como la inversión, el ahorro, la innovación, las acciones colectivas y las políticas públicas, entre otros. Esto es así porque las instituciones (formales e informales) definen el marco de restricciones legales y extralegales (económicas, sociales, culturales) en el cual los individuos actúan, se organizan e intercambian. 

La calidad de las políticas públicas y de las instituciones, afirma Olson, es el factor decisivo en el crecimiento económico.' Los países que han sabido elegirlas bien obtienen mejores resultados que los que han hecho malas selecciones. La presencia de instituciones malas o ineficientes, a pesar de los esfuerzos individuales, la dotación original de recursos, la ubicación geográfica, el capital humano y el capital social, impiden alcanzar buenos resultados; es decir, ninguno de esos elementos garantiza el aprovechamiento del potencial existente. Desde esta perspectiva, los países son pobres porque carecen de incentivos que permitan a los agentes capturar las oportunidades de ganancias. El surgimiento de estas estructuras no es espontáneo ni consecuencia de la conducta racional individual. La estructura de incentivos es resultado no sólo de las políticas económicas de cada período, sino además de los arreglos institucionales de largo plazo, como por ejemplo el sistema legal que garantiza el cumplimiento de los contratos y la protección de los derechos de propiedad, de las estructuras políticas, el marco constitucional y las características de los grupos de interés. Si este argumento es correcto, entonces las diferencias de ingresos entre los países se deben a la calidad de las políticas públicas y de las instituciones; por ende, no se explican por los diferenciales en el acceso a los acervos de conocimientos, la debilidad de los mercados de capitales o las diferentes dotaciones de recursos naturales o por diferencias en el capital humano y social, como sostienen las teorías de inspiración neoclásica. La única causa residual que resta es el papel de las políticas públicas y las instituciones. Las naciones no producen en sus fronteras lo que la dotación original de recursos permite, como lo asevera la teoría convencional, sino lo que las políticas e instituciones hacen posible. 

Los enfoques tradicionales han analizado el desarrollo económico como un proceso, cuya dinámica y resultados dependen esencialmente de los cambios de los precios relativos de los bienes y servicios que se intercambian, y dan por hecho las instituciones relevantes como los derechos de propiedad y los contratos. Este enfoque supone entre otras cosas que los mercados siempre producen resultados eficientes, que todos los agentes tienen información completa y se adquiere gratuitamente para todo tipo de transacciones, esto es, en la economía no existen costos de transacción. Además, considera exógenos los procesos políticos mediante los cuales se toman elecciones públicas. De modo que los agentes coordinan sus decisiones sin necesidad de que intervenga el Estado y sin arreglo institucional alguno, es decir, automáticamente, sin costos y con eficiencia, Como puede advertirse, es un enfoque analíticamente estrecho y políticamente limitado, pues sólo admite la formulación de políticas que liberen los mercados con el supuesto simplista, pero ideológicamente seductor y poderoso7, de que es lo único que realmente permite mejorar la asignación de recursos. 

El neoinstitucionalismo, en cambio, introduce las instituciones como variables endógenas. Stiglitz, por ejemplo, argumenta que las instituciones, la historia y la teoría son igualmente importantes y sugiere que una tarea clave consiste en intentar revelar el significado de las instituciones para ver más allá del simple intercambio económico y mostrar cómo es que aquéllas tienen su propia vida. Las instituciones no se pueden considerar dadas, sino que se deben explicar." 

El enfoque anterior es no sólo útil sino incluso imprescindible para mejorar el entendimiento de los siguientes aspectos: 

1) Las fricciones sociales y los conflictos distributivos que ocurren en el mundo real cuando se relacionan la economía y las instituciones por medio de las leyes que reglamentan el intercambio, los contratos, las regulaciones, los derechos de propiedad y de manera muy importante los costos de transacción (costos de información, de contratación y de negociación). 

2) Las relaciones que se entablan entre los cambios de los precios relativos y de las instituciones y busca explicar cuáles son sus implicaciones en términos del comportamiento y las elecciones racionales de los individuos y de los grupos. 

3) Las elecciones racionales individuales y de los grupos restringidas por las instituciones. Es decir, los individuos y grupos eligen racionalmente, pero no actúan en un vacío institucional sino, por el contrario, no están bien informados y deciden en un mar de incertidumbre. Los individuos en la realidad reaccionan frente a las instituciones, contratos, regulaciones y las políticas públicas y, por supuesto, frente a las acciones de otros agentes. 

4) El papel del Estado, porque su intervención puede ser requerida en muchos casos para remontar fallas del mercado. Ciertamente nada garantiza que el Estado acierte siempre y para ello también se requieren instituciones que ayuden a corregir las fallas del gobierno. 

Por fortuna hoy se reconoce que el mercado no garantiza por sí mismo la eficiencia y mucho menos la igualdad. También se comienza a admitir la necesidad de crear instituciones y sus redes de seguridad social y económica y por supuesto, políticas de regulación que alienten la competencia en los mercados.' 

SURGIMIENTO Y EVOLUCIÓN DE LAS INSTITUCIONES MEXICANAS 

Es válido sostener que en el largo plazo las instituciones han tenido una función decisiva, inhibiendo o favoreciendo el desarrollo. Ciertamente, un balance prima facie sugeriría que las instituciones que han acompañado el desarrollo mexicano han desempeñado un papel ineficiente. En efecto, si se comparan los resultados de la experiencia mexicana respecto a Estados Unidos y Canadá, son muy notables las diferencias sobre el desarrollo alcanzado, medido con diversos indicadores. El historiador Coatsworth ha señalado con razón que: 

"Los principales obstáculos al desarrollo económico de México fueron una deficiente infraestructura de transporte que impidió el desarrollo de un mercado interno, y la prevalencia de una estructura legal ineficiente que impidió el desarrollo y el establecimiento de instituciones modernas. Además, la inestabilidad política de mediados del siglo XIX y principios del siglo xx se debió en buena medida a malas instituciones. Las estructuras institucionales heredadas de España no fueron adaptadas a la realidad mexicana".' 

El establecimiento de malas instituciones o una adaptación ineficiente de las instituciones importadas es un hecho reconocido por los analistas que a mediados del siglo XIX compararon las experiencias mexicana y estadounidense. Por ejemplo, Tocqueville destacó la notable apropiación que México había hecho de las instituciones estadounidenses. Si bien es cierto que esta apropiación no fue tan absoluta como supuso, no cabe duda que Tocqueville tiene razón en que las instituciones mexicanos no se tradujeron en resultados similares en términos de desarrollo. Lorenzo de Zavala, en los mismos años que Tocqueville, observó en su viaje a Estados Unidos aspectos similares al francés. Por ejemplo, Zavala señaló que las instituciones del vecino septentrional habían logrado crear un sistema político que confiere a todos sus ciudadanos los mismos derechos. Esto ciertamente es una exageración; sin embargo, lo que llamó la atención de Zavala fue que en México, por el contrario, las instituciones han favorecido el mantenimiento de un régimen político de excepciones y de favoritismos que obstruía la iniciativa creadora de los individuos. En México, se lamentaba Zavala, las leyes llevan irremediablemente a mantener bajo el manto de la ley privilegios, monopolios y exclusividades.' Sobre esta característica notable del México del siglo XIX, Córdova señala que la propiedad tuvo en el México independiente un carácter político, es decir, "la propiedad confiere a su titular, por el simple hecho de ser propietario, u n poder político exclusivo reconocido por el orden público existente, ya de hecho, ya de derecho". 

La inestabilidad política, social y económica dificulta la posibilidad de hacer una evaluación del papel de las instituciones en las primeras décadas del México independiente. Pero no cabe duda de que fue durante el régimen porfirista cuando se crearon algunas de las instituciones más relevantes, aunque relativamente pronto encontraron sus límites. La introducción de nuevas instituciones permitió un crecimiento económico sin precedente en la historia independiente del país. Es reconocido el trascendental papel de algunas de las leyes más significativas: Decreto de Industrias Nuevas y Desconocidas; la primera Ley de Instituciones de Crédito y el Decreto para Consolidar la Deuda Externa; Ley Minera y Código Minero; Ley sobre Ocupación y Enajenación de Terrenos Baldíos, y Reforma al Código de Comercio. Al amparo de este conjunto de instituciones fue posible establecer una estructura de incentivos suficientemente Poderosa como para estimular la inversión y la introducción de nuevas técnicas de producción. En efecto, el desarrollo de la minería, la expansión notable de la red ferroviaria, la explotación agrícola y agropecuaria de grandes extensiones de tierra, 

los estímulos a las incipientes actividades manufactureras, la eliminación o disminución de alcabalas que dificultaban el comercio entre las regiones, el establecimiento de bancos modernos que funcionaban con base en una nueva reglamentación y, finalmente, el restablecimiento de los flujos de capitales del exterior, gracias al decreto para consolidar la deuda externa, permitieron a México acceder al ahorro proveniente del exterior. Todo ello fue posible debido a la innovación institucional. 

No dejó de llamar la atención a propios y extraños que en México, pese a la dictadura personal, "floreciera la actividad del trabajo -como escribió Rabasa-, se admiró el rápido crecimiento de la producción, un progreso transfigurador que implantaba en el país todas las agencias de la civilización, en el gobierno las prácticas y usos de los estados de primer orden, en las leyes de la propiedad, del comercio y de la industria las disposiciones más cuerdas para promover el intercambio mundial y la afluencia del capital extranjero en las empresas del país".',, 

El conjunto de estas instituciones y organizaciones permitió cambiar o reformar los derechos de propiedad para estimular la inversión, el ahorro, el trabajo y la innovación. Justo Sierra resumió el anterior logro de la "dictadura social" del presidente Díaz de la siguiente manera: 

"La paz [...] lleva largo con cuarto de siglo, era un sueño cubrir al país con un sistema ferroviario que uniera los puertos y el centro con el interior y lo ligara con el mundo, que sirviera de surco infinito de fierro en donde arrojado como simiente el capital extraño produjese mieses óptimas de riqueza propia; era un ensueño la aparición de una industria nacional en condiciones de crecimiento rápido, y todo se ha realizado y todo se mueve, y todo está en marcha [...] los propósitos de Díaz, las convicciones y aptitudes singulares de que la gestión de las finanzas mexicanos representa los anhelos por aplicar a la administración los procedimientos de la ciencia. A esa colaboración se debe la organización de nuestro crédito, el equilibrio de nuestros presupuestos, la libertad de nuestro comercio interior y el progreso concomitante de las rentas públicas."' 1 

Sin las anteriores instituciones poco podría haberse hecho en la última cuarta parte del siglo pasado. Sin ello, como escribiera Rabasa, México sería simplemente un nombre para designar un territorio, pero sin leyes e instituciones no habría: 

"un pueblo para hacer una nación, ni hombres para regirla, ni costumbres políticas sobre que forjar leyes de gobierno [...] la población escasa y el territorio disperso eran reunidos por una administración de segunda mano, ni centralizada ni descentralizada, repartida en provincias sin articulación orgánica, que no había hecho nunca un esfuerzo común, ni había acercado al interés recíproco [...] Allí no había habido nunca nada nacional." 12 

Si las instituciones habían funcionado razonablemente bien, es pertinente preguntarse: ¿qué llevó a la crisis y luego a la ruptura violenta del orden institucional del porfirismo? Es posible pensar que la oligarquía y la dictadura, aunque ésta fuera constitucional y social, terminarían por obstruir el propio cambio institucional que tantos beneficios había traído. Las instituciones creadas sirvieron más a un puñado de individuos que a la nación entera. Se estableció lo que Andrés Molina Enríquez denominó un auténtico régimen de privilegios. Los grupos oligárquicos más favorecidos terminaron por defender a ultranza el orden social e institucional vigente, perdiendo de vista la perspectiva del desarrollo nacional para todos y obstruyeron el acceso al poder a otros grupos. 

En México pasó, además, lo que ya había ocurrido en otros países de América del Sur qué implantaron leyes que no pudieron hacer cumplir y mantener, como advirtiera Tocqueville en La democracia en América. Por su parte, Emilio Rabasa había escrito: "En México pasa lo que pasa siempre con las leyes que desconocen realidades: que su cumplimiento se suple con la superchería; y cuando la ley es falsa, falsa es la constitución". 11 

La dictadura de Díaz mantuvo las leyes violándolas, no por un mero acto de voluntad personal y perversa, sino porque las instituciones que le habían precedido y que él había mantenido eran impracticables democráticamente, es decir, por medio de elecciones. "Una parte de la opinión pública -escribió Rabasa- comenzó a darle la espalda, no porque no se reconociera su labor incansable por el desarrollo del país, sino porque no supo resolver su vía crucis: [...] el respeto cuidadoso y hábil con que conservó las leyes mismas que desobedecía."        14 

En aras de promover y apoyar la modernización de la economía mexicana, el régimen porfirista estableció un conjunto de instituciones (leyes, decretos y reformas a leyes fundamentales) para favorecer la inversión, en especial la extranjera. Ciertamente no todos los sectores de la economía resultaron favorecidos; por el contrario, algunas actividades económicas fueron desestimuladas. Esto fue especialmente notable en el caso de los pequeños productores agrícolas, mineros y manufactureros, para los cuales los cambios institucionales fueron desfavorables. 

Un aspecto fundamental de la creación o el cambio institucional fue abrir la puerta a un proceso de concesiones y cambios de los derechos de propiedad para facilitar la transferencia de riqueza y activos a los inversionistas que disponían de mayor y mejor organización y, finalmente, pero no menos importante, un acceso más fácil a los círculos de poder del porfirismo. En el aspecto agrario los cambios institucionales se apoyaron en la legislación porfirista sobre colonización y terrenos baldíos reforzando un proceso de enorme concentración de tierras que había llegado a extremos increíbles en 1910. En el ámbito de los ferrocarriles y la minería, las instituciones propiciaron la concentración de la propiedad en pocas manos e incluso el establecimiento de un sistema jurídico que volvía legal un conjunto de privilegios propios de un régimen político oligárquico. 

El Estado tuvo un papel activo, por demás distinto de su liberalismo formal, En efecto, la gestión estatal logró orientar al capital extranjero hacia áreas de la economía que el desarrollo exigía, en especial la mejora de los transportes y los ferrocarriles -de manera destacada-, el surgimiento de bancos, el fomento de empresas mineras exportadoras y las haciendas con técnicas más modernas. Además, el Estado buscó modernizar la administración pública, sobre todo en el ámbito de la hacienda pública. No cabe duda que se reconocía la debilidad de las instituciones fiscales y en buena medida se aceptaba que el Estado no podría realmente modernizarse sin una mejoría de sus capacidades tributarios. 

Desgraciadamente, no se logró el fortalecimiento fiscal del Estado. Algunos historiadores han señalado que el Estado mexicano "nació quebrado" y poco hizo por reparar esta lamentable circunstancia, que sin duda se ha extendido como una característica del Estado contemporáneo. La debilidad de las instituciones fiscales se conjuntó con un régimen de exenciones fiscales que favorecían a los grupos de suyo más privilegiados con el supuesto propósito de estimular sus actividades económicas. El resultado más notable de lo anterior fue y ha sido la necesidad de recurrir a expedientes distintos al aumento de impuestos, en particular la deuda externa y los impuestos a las exportación. 11 

En el cuadro 1 se presenta un resumen de algunas de las principales instituciones creadas durante el porfirismo, de las organizaciones a las cuales dieron lugar estas instituciones y los principales objetivos de ambas. Ello ilustra su importante papel en el desarrollo. 

Cuadro 1. México: instituciones, organizaciones y objetivos del desarrollo en el porfirismo

Instituciones 
Organizaciones 
Objetivos 

Decreto de Industria Nuevas y Desconocidas

Primera Ley de Instituciones de Crédito

Decreto para Consolidar la Deuda Externa

Ordenamientos Fiscales

Decreto de Concesión Federal para la Construcción de Líneas Férreas

Ley y Código Minero

Decreto sobre Colonización y Compañías Deslindadoras

Leyes sobre Ocupación de Terrenos Baldíos

Reforma al Código de Comercio

Reformas a la Ley Monetaria

Reformas a la Ley de Aduanas
Confederación Mercantil e Industrial mexicana

Bancos

Hacienda Pública

Hacienda Pública

Empresas ferroviarias

Compañías mineras

Compañías deslindadoras

Haciendas

Confederación Mercantil

Casa de Moneda, Comisión de la Reforma Monetaria y Comisión de Cambios y Moneda

Dirección General de Aduanas
Fomento de las manufacturas locales

Desarrollar el crédito y dar seguridad y confianza a ahorradores e inversionistas

Crear un marco de seguridad social para la inversión extranjera

Modernizar el sistema tributario

Crear un sistema ferroviario amplio y fuerte para fortalecer los mercados interno y externo

Fortalecer las compañías mineras exportadoras

Modificar los derechos de propiedad

Fortalecer las haciendas agroexportadoras

Fortalecer y modernizar el comercio. 

Asegurar los derechos de propiedad

Fortalecer el sistema monetario. Dar seguridad a las transacciones monetarias y financieras

Promover el comercio exterior y fortalecer el régimen fiscal

UN SALTO A LA REVOLUCIÓN Y A LA CONSTITUCIÓN VIGENTE 

La revolución mexicana fue, entre otras cosas, una respuesta a la cerrazón de las instituciones porfiristas y en ese sentido el inicio de la creación de instituciones que a la postre desempeñaron un papel decisivo en el desarrollo. El país pudo reiniciar el crecimiento porque las nuevas instituciones permitieron "institucionalizar" el intercambio económico, político y social y, por supuesto y no menos importante, el conflicto social y la disputa de intereses. Las instituciones permitieron crear los incentivos para crear organizaciones públicas y privadas y emprender acciones colectivas. En este proceso tuvo un papel relevante un Estado fuerte, centralizado y burocrático con la capacidad suficiente para fijar reglas del juego aceptadas por todos los agentes al amparo de la constitución reformada. 11 

En el México moderno la constitución política vigente es sin duda la referencia institucional fundamental que contiene las normas básicas del sistema económico y que rige en esta materia las facultades de los poderes federal, local y municipal y determina las facultades en materia económica de los tres poderes. El nuevo régimen revolucionario buscó mediante el Estado atender un amplio conjunto de objetivos nacionales: "para garantizar la permanencia y fluidez de un orden jurídico, administrativo e institucional acorde a las necesidades de la producción; actuar en la arena de los conflictos sociales y políticos como una instancia de mediación y negociación entre los intereses contradictorios y, finalmente, en una economía mundial establecer los mecanismos que permitieran la integración a ésta.17 

Entre los logros más importantes que permitió alcanzar la constitución, destacan los siguientes: 

i) Fijar las reglas de negociación de demandas económicas, políticas y sociales. 

ii) Encauzar el entendimiento y el establecimiento de "pactos" entre los agentes y protagonistas relevantes. 

iii) Construir el contrato social de la revolución que permitió fijar las bases constitucionales de la economía política mexicana, para usar la idea fuerza de James Buchanan. Este contrato se puede interpretar como el acuerdo al cual llegaron los grupos relevantes para establecer un sistema político institucionalizado que permitiera compartir el poder y, al mismo tiempo, acomodar los intereses de las principales facciones. 

iv) Establecer institucionalmente la constitución, aunque pueda aparecer como un non sensu, fue un logro importante en sí mismo al permitir que fuera aceptada por todos los grupos importantes como el marco de referencia para realizar el intercambio económico, político y social. La fórmula autoimpuesta por los grupos triunfantes, se haya cumplido plenamente o no, fue todo dentro de la constitución, nada fuera de ella. Esta fórmula permitió someter de jure o de facto a los inconformes o a quienes simplemente se oponían a la revolución. Ciertamente la sabiduría de cualquier buena constitución consiste en su capacidad de moderar los temores de los grupos relativamente más débiles. Este último es un elemento crucial para que los creadores de la constitución, como un compromiso o contrato, obtengan la mayor cooperación posible del mayor número de grupos posibles. 

El nuevo orden institucional que surgió de la revolución permitió normar y regular el intercambio (en sentido amplio) en los mercados económico y político. Las instituciones crearon los incentivos para que los agentes participaran en dos tareas básicas: a] el impulso de la inversión, el ahorro, la innovación tecnológica y, en general, la modernización del país, y, por supuesto, b] la organización del mismo Estado, el desarrollo de la sociedad y la creación del mercado. 

Realizar estas dos grandes tareas fue posible en la medida en que las reglas contenidas en el marco institucional dieron un margen razonable de seguridad, confianza y certidumbre para que los grupos pudieran, a su vez, realizar dos complejas funciones: a] emprender acciones colectivas complejas que entrañaban costos financieros relativamente elevados y esfuerzos organizativos muy grandes, y b] formular y aplicar un conjunto de políticas públicas y de reformas sociales más o menos ambiciosas y complejas. 

El resultado más tangible del nuevo orden institucional revolucionario fue que el proceso de modernización (económica, política y cultural) se llevó a cabo en condiciones más favorables que en el pasado. Ello fue posible porque el nuevo marco institucional fue capaz de generar garantías, ciertamente relativas, de que los intereses de los principales grupos encontrarían acomodo en la modernización económica. Es evidente que las garantías fueron una condición sine qua non para que las instituciones llegasen a ser creíbles y cumplibles. Entre estas condiciones destacan las que se describen enseguida. 

- La estabilidad económica y política relativamente alta que se logró a costa de la democracia, entendida ésta como el establecimiento de instituciones políticas que permitieran la participación de un número más amplio de grupos en la toma de decisiones; estas instituciones, como se sabe, no se llegaron a establecer plenamente. Esto tal vez haya sido inevitable, porque el acuerdo, explícito o no, de los grupos revolucionarios fue justamente la estabilidad. En efecto, se puede decir que se transó democracia por estabilidad. La democracia se pospuso por largo tiempo y, en contraste, el autoritarismo benevolente fue muy aceptado. 

El déficit democrático -como lo sugiere la frase de Buchanan- es un asunto que apenas comienza a corregir las nuevas instituciones políticas y electorales. 

- Una continuidad básica de las estrategias y políticas de desarrollo y al mismo tiempo una significativa capacidad de iniciativa y flexibilidad para innovar el propio orden institucional. La capacidad reformista del Estado -como escribiera Córdova- fue uno de los rasgos más notables de los regímenes de la revolución, 

- Un crecimiento económico prácticamente ininterrumpido a lo largo de más de 50 años, fruto nada despreciable si se compara con las fluctuaciones del pasado. Este elemento cobra especial relevancia cuando se ponen en perspectiva histórica las crisis recurrentes de la economía mexicana en el período reciente. Convendría señalar, de paso, que muy pocos analistas han puesto de relieve el debilitamiento institucional presente como una de las principales explicaciones de esta crisis. 11 

- Costos sociales y económicos relativamente bajos, si se toma en cuenta que a pesar de la concentración de la riqueza y la exclusión de muchos grupos de las esferas del poder, los conflictos sociales nunca llegaron a extenderse a todo lo ancho de la nación, sino que quedaron acotados a unas cuantas áreas o momentos. 

- Una notable articulación social y económica en los ámbitos de lo productivo, lo político y lo cultural, que creó realmente el concepto de nación que reclamaba Rabasa y que la mayoría de los mexicanos anhelaba. 

En suma, el marco institucional desempeñó un papel clave porque permitió procesar, negociar y administrar conflictos, pero también emprender tareas que en lo individual, o incluso para los grupos por sí solos, hubiera sido simplemente inviable. La tarea posiblemente más importante del nuevo orden institucional tal vez haya sido superar las fuerzas desestabilizadoras resultantes de una lucha política dentro de los grupos que simplemente ocurría sin reglas del juego. El peso definitivo de México de un país de caudillos a un país de instituciones -como proclamaba Calles- no podría ser un resultado de la propia voluntad de los grupos de someterse al liderazgo de los jefes de otros grupos antagónicos, o pensar, cándidamente, en su propia autoexclusión de la lucha por el poder. En realidad, la relativa estabilización dependió de un ingrediente más importante: crear nuevas instituciones. 

La importancia de las nuevas instituciones fue un elemento clave. Sin embargo, admitirlo no significa que debamos dejar de lado un hecho importante: el Estado no siempre creó y mantuvo instituciones eficientes, pues es obvio que éstas no siempre permitieron asegurar el crecimiento sostenido, estable y equitativo." 

En relación con este último punto, la obra de North ha permitido enfocar el papel de las instituciones como incentivos, pero también como desincentivos del desarrollo económico. Las instituciones a veces son mecanismos que favorecen la cooperación, pero también son fuente de conflictos distributivos. En general -dice North- convendría no perder de vista que la mayoría de las veces los humanos erigen instituciones ineficientes que en buena medida explican el fracaso en el logro del desarrollo. La vía institucional del desarrollo -según North- puede dirigirse hacia dos sendas posibles: una eficiente y otra ineficiente. Lo que distingue a la primera es que la creación de instituciones favorece la coordinación de decisiones entre agentes en una dirección que permite aumentar la productividad y una mejor distribución de los frutos del progreso técnico. La vía ineficiente, en cambio, se caracteriza por la creación de instituciones que canalizan el esfuerzo de los agentes económicos hacia la disputa por el excedente social y a la agudización de los conflictos distributivos y del poder. A pesar de la anterior posibilidad teórica, las instituciones surgidas de la revolución mexicana fijaron un marco de referencia en cuatro ámbitos decisivos para el desarrollo económico de largo plazo: 

1) El establecimiento de reglas formales e informales para tomar decisiones en los ámbitos público y privado en muchos procesos extraordinariamente complejos. Por ejemplo, piénsese en la reforma agraria y la expropiación petrolera que requirieron la introducción de nuevas instituciones. De la Vega sostiene que: "Un tránsito de la propiedad pública a la propiedad privada del subsuelo (1884) que abrió la vía a un desarrollo espectacular de la producción petrolera entre el principio de siglo y los años veinte, bajo el control de las compañía petroleras extranjeras. Un paso de la propiedad privada a la propiedad pública del suelo y el subsuelo (1917)"."' 

2) El establecimiento de unos derechos de propiedad razonablemente aceptados y cumplidos por los agentes. Éste fue un aspecto clave para garantizar el desarrollo y la fluidez del intercambio económico y, en especial, la transferencia y la transformación de los activos, sin la cual el desarrollo del mercado hubiese sido impensable, aunque sobre todo inviable. El petróleo y la tierra son dos ejemplos conspicuos en este tema. Las clases propietarias difícilmente hubieran emprendido proyectos de inversión si sus derechos de propiedad no estuvieran definidos y sobre todo garantizados por el Estado. Un tema controvertido es la relación entre el artículo 27 constitucional y los límites de la propiedad privada. A pesar de la orientación ideológica, este artículo dejaba en manos del Estado el recurso de última instancia de imponer a la propiedad "las modalidades que dicte el interés público". Esto se tradujo en la práctica en el riesgo latente, pero ocasionalmente ejercido, de implantar expropiaciones de propiedades de particulares nacionales y extranjeros. Sin duda, este riesgo potencial nunca llegó a impedir en definitiva la inversión, aunque podría especularse sobre los posibles resultados en el caso de que se hubieran implantado derechos de propiedad más favorables a la inversión privada. 

3) La organización (social, económica y política) de los distintos agentes, que fue posible gracias a las reglas del juego aceptadas por todos los grupos. Sin ellas, el proceso de organización de los agentes y su participación en el intercambio tal vez hubiera sido más lento y sus costos sociales y económicos más altos. No es exagerado señalar que si los costos de transacción se hubieran incrementado en exceso, debido al desorden institucional, ello podría haber bloqueado el progreso económico. La definición de derechos privados contribuyó de manera decisiva para que el Estado pudiera arbitrar disputas entre los grupos. Estos conflictos, sin su intervención, hubieran resultado probablemente irresolubles. 

4) Por último, aunque no menos importante, definir un espacio para la soberanía y el establecimiento de una política exterior por medio de la cual el país se relacionó con el resto del mundo. Es decir, el país pudo "empatar" sus políticas internas con las exigencias y demandas de la economía internacional, en especial la estadounidense. 

En suma, la constelación de instituciones permitió organizar, articular e institucionalizar un régimen sui géneris de economía mixta y un pacto social corporativo. Estos dos elementos permitieron atenuar la tensión permanente que se entabla entre una democracia formalmente establecida y la necesidad de implantar instituciones restrictivas y estabilizadoras del sistema en su conjunto. En un régimen político como el de la revolución, este aspecto fue un tema crucial. Economía mixta y corporativismo fueron las anclas que, en buena medida, explican la convivencia del mercado y del Estado y el entendimiento razonablemente fluido entre los protagonistas relevantes del desarrollo. La Constitución -como se dijo- se convirtió en un acuerdo de "autosalvamento" de los principales grupos, para usar la expresión de Holmes, aunque por supuesto fue necesario que las fracciones rivales lo presentaran como un resultado político de consenso. Pero es evidente que las divisiones entre grupos creaban, a su vez, incentivos para que los grupos demandaran instituciones. Desde una perspectiva teórica, Holmes plantea que "estas instituciones sólo lograrán resolver conflictos latentes si se incorporan los mecanismos necesarios para evitar las cuestiones divisorias".21 

A título de ilustración, en el cuadro 2 se presentan algunas de las principales instituciones creadas entre 19 10 y 1950. Su efecto en el desarrollo es ciertamente obvio, aunque convendría subrayar que la revolución había dejado una secuela de desorganización de la economía, la sociedad y la política. Tannenbaum ha dicho que la revolución, más que transformar el aparato productivo o las formas de propiedad en el corto plazo, tuvo efectos en el largo plazo. El significado más profundo de la revolución fue un rompimiento de hábitos, leyes y tradiciones que habían estructurado a la sociedad mexicana hasta entonces y pudo, por tanto, abrir paso a las tareas inmediatas de reconstrucción nacional y más tarde de una transformación completa del país. 

El cuadro 2 pone de relieve que uno de los principales focos de atención del nuevo Estado fue la reconstrucción del aparato administrativo y legal, no sólo por necesidades internas, sino como parte de la búsqueda de un reconocimiento internacional. El proceso de construcción de instituciones no fue sencillo ni sin sobresaltos. Buena parte de las dificultades para implantar las nuevas instituciones se derivaron de un tema fundamental: la extensión de nuevas facultades que el Estado se reservó de modo exclusivo. El propósito abierto de políticos y burócratas era dotar de mayores poderes institucionales al gobierno para intervenir en diversas áreas de la vida nacional. Este hecho queda documentado con la creación de una multitud de instituciones públicas de distinta naturaleza que plasmaban las necesidades administrativas de un Estado con mayores capacidades y necesidades de intervención. 

Cuadro 2. Instituciones, organizaciones y objetivos de desarrollo, 1910-1950

Institución 
Organizaciones 
Objetivos 

Ley del 6 de enero de 1915

Reforma al artículo 27 constitucional

Ley federal del Trabajo

Ley de Salarios Mínimos

Ley General de Instituciones de Seguros

Ley General de Instituciones de Crédito

Ley Orgánica del Banco de México

Ley de Ingresos Mercantiles

Decreto de Unificación de Impuestos a la Importación

Ley de Industrias de transformación

Regla XIV de la Tarifa General de Importaciones

Ley Sobre Riesgos

Dictamen de Regulación de la Inversión Extranjera

Decreto Expropiatorio de las Compañías Petroleras

Ley de Deuda Interna

Convenio de Negociación de Deuda Externa
Comisión Organizadora del Consejo Nacional de Agricultura, Departamento Autónomo Agrario, Comisión Nacional de Irrigación, Banco Nacional de Crédito Agrícola y el sistema de bancos ejidales

Departamento del Trabajo, Secretaría del Trabajo, Comisión de los Salarios Mínimos, Junta Federal de Conciliación y Arbitraje

Banco de México e instituciones públicas de desarrollo (Banco Nacional de Comercio Exterior, Nacional Financiera y Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos)

Convención Nacional Fiscal, SHCP

Secretaria de Economía y Secretaría de Industria y Comercio, Cámara Nacional de la Industria de la Transformación (CNIT) y Confederación de Cámaras Industriales

Petróleos de México

SHCP y Comisión Ajustadora de la Deuda Pública
Cambios en los derechos de propiedad

Profundización de la reforma agraria y modernización agrícola

Fortalecimiento del corporativismo y acceso de los trabajadores a la estructura de poder

Reforma y modernización del sistema monetario, financiero y bancario

Modernización tributaria

Fomento a la industrialización y participación de los industriales en la toma de decisiones

Cambios en los derechos de propiedad

Fortalecimiento del sector público

Restructuración de la deuda pública

Mejoramiento de las finanzas públicas

Seguridad y confianza de acreedores nacionales y extranjeros

CRISIS Y REFORMA DEL ORDEN INSTITUCIONAL DE LA REVOLUCIÓN 

La iniciativa reformista del Estado pronto se convirtió en una de sus señas de identidad más significativas, quizá no por el mero gusto o capricho de políticos y burócratas, sino por la necesidad de encontrar soluciones de consenso a las pugnas entre las facciones de los grupos económicos y, por supuesto, dentro de la propia élite gobernante. Por esta razón no es extraño documentar un reformismo febril del Estado. Éste, quizá engolosinado por éxitos indudablemente importantes, terminó por crear instituciones para todo, al margen de su justificación o capacidad para resolver problemas. Entonces cabe preguntarse: ¿por qué si en México hay leyes y reglamentos para todo y por todo las instituciones cambian con tanta frecuencia y en gran magnitud? Una posible explicación es que los agentes, incluido el gobierno, dudan de la eficacia de las leyes y sobre todo de su cumplimiento. En efecto, convendría tener presente que la mera presencia de instituciones no garantiza que las leyes se cumplan ni que sean eficientes. Se ha afirmado, con razón, que aunque en México todas las actividades están regidas por toda clase de leyes y reglamentos y que el marco jurídico y normativo prácticamente no deja vacíos en la vida económica, social y política, ello no equivale a tener un auténtico Estado de derecho ni a que todas las instituciones sean realmente eficientes en todo momento y lugar. De acuerdo con Luis Rubio: 

"Se cuenta con un Estado de derecho cuando la actividad, tanto de los gobernados como de los gobernantes, se halla garantizada y limitada a la vez por una norma superior que es la Constitución y por las leyes que emanan de ésta [...] leyes estables e iguales para todos, que el gobierno respeta en forma cabal y que reducen al mínimo la coerción necesaria para que los ciudadanos las cumplan [...] México cuenta con leyes, pero no con un Estado de derecho"." 

Evidentemente, en México no se satisfacen las características de la anterior definición, lo cual sugiere que la actual reforma institucional debe orientarse a cerrar la brecha entre el país legal y el país real. 

Otras preguntas relevantes son: ¿por qué cambian las instituciones? y ¿quiénes exigen reformas legales y por qué? Éstas interrogantes son particularmente pertinentes en un momento en el cual el notable cambio institucional ha obedecido no sólo a factores internos, sino sobre todo a elementos externos. En general se puede decir que las fuentes del cambio institucional son el cambio tecnológico, los choques externos y los cambios en la dotación de recursos; indudablemente estos elementos han estado presentes en mayor o menor medida. Sin embargo, en los últimos años, buena parte de estos cambios reflejan la intensa competencia internacional y el esfuerzo del país por buscar su lugar en el mundo global. North ha destacado la importancia de este último aspecto cuando afirma que: 

"La competencia internacional ha dotado a muchos países de un poderoso incentivo para adaptar sus estructuras institucionales y así proveerlos de los mismos incentivos que han tenido los países altamente industrializados y, de este modo, extender la industrialización. Las experiencias exitosas aluden a una reorganización eficiente de los derechos de propiedad; en contraste, la historia de los fracasos, incluidos los países de América Latina, debe atribuirse a una ineficiente organización de los derechos de propiedad"." 

Es evidente que el análisis, aun esquemático, de estos elementos escapa a este texto. Sin embargo, conviene incluir el papel de la demanda política de cambio institucional, pues es un factor clave. Esta demanda se puede analizar como el resultado de los conflictos distributivos (estratégicos) entre los grupos sociales y que se expresa en la desigual distribución de la riqueza y el poder. Desde esta perspectiva, habrá algunos grupos que propongan cambios porque perciben que los arreglos institucionales les resultan desfavorables y otros que intentarán bloquear la creación de nuevas instituciones, aunque estuvieran de acuerdo en que éstas podrían mejorar el desempeño económico global. Estos últimos grupos se oponen a nuevas instituciones porque evidentemente el statu quo les beneficia. 

Este último tema se puede estudiar desde dos perspectivas complementarias. Primero, como un problema de incentivos de los agentes para emprender el cambio institucional o aceptar nuevas instituciones. Los incentivos de unos grupos para emprender una reforma institucional suelen llegar a diferir en mucho de los incentivos de otros grupos. Esta incompatibilidad dificultará de manera notable las posibilidades de un acuerdo institucional eficiente y equitativo entre los grupos. En segundo lugar, la necesidad de creación de instituciones se puede enfocar como un problema de inconsistencia intertemporal entre los intereses de corto y largo plazos de los agentes. En efecto, los intereses de corto y largo plazos suelen diferir, a veces marcadamente, de los de mediano y largo plazos. Los grupos casi siempre se mueven por intereses de corto plazo, aunque estos intereses rara vez reflejan el cambio institucional que se requiere en el largo plazo, por ejemplo, para sostener el crecimiento. Las instituciones pueden ayudar a atenuar estos problemas de incompatibilidad de incentivos e inconsistencia intertemporal  .24 

En México el conjunto de los elementos anteriores presionaron en mayor o menor medida el cambio institucional. Sin embargo, es indudable que el paulatino agotamiento de las instituciones fue lo que provocó las mayores demandas de innovación. Pero al mismo tiempo, habría que reconocer la existencia de fuertes resistencias de los grupos sociales más conservadores. 

En México se ha estudiado poco el alcance, los límites y los mecanismos que se siguieron en la reforma institucional reciente. Sin embargo, es posible sostener la hipótesis según la cual la reforma institucional fue decidida y procesada durante los sexenios de Miguel de la Madrid y Carlos Salinas desde arriba y con los mecanismos de poder tradicionales del sistema político mexicano. Ello dificultó que las reformas contaran con suficiente consenso y legitimidad, lo que se reflejó en: i) las agudas contradicciones y rupturas que han ocurrido en la propia élite gobernante; ii) las resistencias sociales, más o menos importantes, a los cambios institucionales; iii) los cambios de política económica a partir de los años setenta, y iv) las crisis recurrentes por las que ha atravesado la economía mexicana a lo largo de las dos últimas décadas. 

Se ha criticado también que esta reforma fue ciertamente una respuesta de corto plazo a los intensos cambios económicos, políticos y sociales ocurridos en las últimas décadas, pero no una reforma institucional de fondo y a fondo. Se ha sugerido, incluso, que la reforma la impusieron las urgencias del momento, pero no fue el resultado de un proyecto de largo plazo y que probablemente no se consideraron con seriedad sus efectos potencialmente desarticuladores en la economía, la política y la sociedad. 

De cualquier modo, no es difícil reconocer que detrás de la necesidad de la reforma, existían necesidades y demandas acumuladas, pero largamente pospuestas; en este marco, posponer su solución hubiera sido también un proceso difícil y costoso. Entre las principales urgencias para introducir las reformas destacan: 

i) el agotamiento del modelo de crecimiento económico cerrado y protegido, que exigía a gritos su revisión a fondo; 

ii) el nuevo entorno internacional más complejo y desafiante, lo cual obligaba al país a tomar con urgencia una decisión, independientemente de las consideraciones de política interna; por supuesto, no se pueden ignorar las presiones internacionales y la imitación acrítica a la que son tan proclives los tecnócratas autóctonos; 

iii) la mayor diferenciación social, económica y política de los agentes del desarrollo e incluso surgimiento de nuevos actores, que demandaba nuevos canales de participación; 

iv) la heterogeneidad social, económica, productiva, cultural, que exigía respuesta a demandas sociales más diferenciadas; 

v) la asimetría entre el cambio económico rápido y el cambio político lento, lo cual demandó, no sin razón, acelerar la reforma política, y 

vi) la separación entre el país legal y el país real; el reconocimiento de esta gran brecha lo documenta el activismo legal de los últimos gobiernos. 

Ante ese panorama de exigencias y reclamos la respuesta fue el cambio institucional acelerado. Sin embargo, a juzgar por sus resultados, no se tuvo el tiempo para madurar una reforma, no sólo técnicamente consistente, sino también acordada entre los principales protagonistas. Un resultado más o menos obvio de lo anterior es que la reforma no alcanzó credibilidad social suficiente, la que podría resumiese en la máxima: "obedézcase pero no se cumpla" y sus secuelas: atrofias en los sistemas de decisión, centralización, burocratización e inflexibilidad para incorporar a las regiones y las localidades y a los nuevos actores y movimientos sociales; canales de participación rígidos; problemas de democracia y representación, y falta de credibilidad en los procesos y la normatividad electoral, entre algunos de los aspectos más destacados. Cuando esto ocurre, una reacción natural desde el poder es cerrar la información y los canales de participación a los que se oponen a la reforma, pero también a los que la quieren apoyar. De cualquier manera, no cabe duda de que el país comenzó, apenas hace unos años, un intenso ciclo de cambio institucional que aún no ha concluido plenamente. Lareforma del régimen de la revolución ha sido muy intensa y profunda y ha tocado aspectos fundamentales, en cierto sentido fundacionales, de los regímenes económico y político. Ha producido ya transcendentales reacomodos en la matriz estructural económica, social, política y aun cultural. Entre estos cambios destacan por su importancia los siguientes: 

i) Las relaciones de entendimiento e intercambio entre los actores. En efecto, las reglas escritas y no escritas que habían permitido la formación de grupos de interés ha cambiado de manera significativa. El presidente, el congreso, los partidos, la administración pública y paraestatal tienen nuevos mecanismos de intercambio aún no establecidos institucionalmente. 

ii) Los procesos de decisión han sufrido transformaciones trascendentales en las reglas que habían permitido la participación de los agentes. En algunos casos el cambio ha sido de particular intensidad, por ejemplo, en el ámbito de los procesos políticos y electorales, en las decisiones presupuestarias y en las relaciones entre los tres niveles de gobierno. 

iii) El régimen de propiedad ha tenido cambios que apenas hace poco tiempo hubieran sido difíciles de concebir. Por ejemplo, las modificaciones al artículo 27 constitucional para privatizar la banca, cambiar el régimen de propiedad de la tierra y proporcionar un nuevo marco jurídico a una parte importante de la infraestructura, de manera destacada la de telecomunicaciones, puertos, aeropuertos y carreteras. 

iv) La reglamentación respecto de las relaciones con el exterior se modificó de acuerdo con las necesidades del Tratado de Libre Comercio de América Latina (TLCAN) en aspectos 

importantes del marco regulatorio de la economía (banca, telecomunicaciones, puertos, carreteras, ambiente y acuerdos fiscales, entre otros). 

v) Las relaciones intergubernamentales en materia de participaciones federales se han modificado para atender los cambios en el pacto federal. 

vi) Las relaciones entre los sectores público y privado no sólo han cambiado, sino que incluso se ha producido un nuevo equilibrio de fuerzas a favor del privado. 

En el cuadro 3 se señalan algunas de las reformas institucionales más importantes de los últimos años. 

Cuadro 3. Cambios institucionales recientes

Institución 
Organización 
Objetivos 

Ley Agraria Reglamentaria del artículo 27 constitucional

Ley de Competencia Económica

Ley del Seguro Social y Ley  del Sistema de ahorro para el retiro

Leyes en materia financiera y certifica

  Ley Reglamentaria del Servicio de Banca y Crédito

  Ley para Regular las Agrupaciones Financieras

  Ley del Mercado de Valores

  Ley General de Organizaciones de Crédito

  Ley Orgánica del Banco de México

  Reforma al artículo 28 constitucional

  Ley de sociedades de inversión

  Ley del Mercado de Valores (reforma)

Ley de Inversiones Extranjeras

Ley Federal de Telecomunicaciones

Ley de Puertos

Ley de la Administración Tributaria

Ley de Metrología y Normalización

Ley de Aguas Nacionales
Tribunal Superior Agrario, Tribunales Unitarios, Procuraduría Agraria, programas procede, Procampo y Acerca

Comisión Federal de Competencia y Unidad de Desregulación en la Secofi

Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR), administradoras de fondos para el retiro y Comisión Nacional del Sistema para el 

Retiro

Régimen Prudencial de la Banca

Comisión Nacional Bancaria de Valores

Banco de México

Comisión de Inversiones Extranjeras

Comisión Federal de Telecomunicaciones

Comisión consultiva de Puertos

Servicios de Administración Tributaria

Secofi

Comisión Nacional del agua
Cambiar las normas del régimen de propiedad agrícola y del régimen ejidal

Modernización al campo

Propiciar el establecimiento de prácticas competitivas en los mercados

Fortalecer el ahorro interno, remontar la crisis financiera del IMSS, regular el SAR

Fusionar las dos comisiones existentes

Reconocer la figura legal de las cajas de ahorro

Autonomía del banco central, sustituir el encaje legal por el coeficiente de liquidez y por el índice de capitalización, permitir inversión extranjera

Promoción de la inversión extranjera

Modernizar las telecomunicaciones, promover la competencia y mejorar el régimen de concesiones

Privatización de puertos, modernización y apertura a la inversión extranjera

Modernización del sistema tributario

Expedir normas oficiales mexicanas

Adecuación al nuevo contexto del agro mexicano y de la tenencia de la tierra

El cuadro 3 no es exhaustivo, sólo ilustra el notable activismo reformista de los anteriores gobiernos. Estos cambios comprenden: 7 reformas constitucionales, 141 nuevas leyes o reformas a leyes vigentes, 193 reglamentos y reformas a reglamentos, así como 4 748 decretos y acuerdos del Ejecutivo. Llama la atención que de los anteriores cambios, 82 correspondieron a la Secretaría de Hacienda y 34 a la de Comercio y Fomento Industrial. A decir de Aguilar Camín: "La compulsión juridicista mexicana es larga y prolija tanto como muestra la incapacidad de cumplir las prolijas leyes que derrama nuestra matriz jurídica. Las leyes son más una aspiración que una norma.21 

INSTITUCIONES E INCUMPLIMIENTO DE LA LEY 

De nuevo las preguntas: ¿por qué si las instituciones son relevantes, el desarrollo es todavía una aspiración incumplida? y ¿por qué, a pesar de la creación de instituciones y de múltiples reformas a lo largo de la historia, falta mucho por hacer? Una respuesta se refiere a que las instituciones per se no garantizan nada; se requiere que las instituciones se cumplan y generen incentivos para cumplirlas y de ese modo crear un ambiente de coordinación de decisiones entre los agentes. En México, desafortunadamente, las leyes sólo se cumplen de manera parcial y la informalidad es muy amplia. La informalidad y el bajo nivel del cumplimiento de las leyes es a todas luces resultado del entorno institucional. Es crucial considerar lo anterior cuando se piensa introducir reformas o mejoras institucionales, pues resultaría poco útil e incluso contraproducente adaptar modelos institucionales que han demostrado su eficacia en ambientes institucionales en los cuales sí se cumple la ley y la formalidad es alta. 

Lo anterior sugiere que en realidad, antes de cambiar e imitar, habría que mejorar la formalización de las reglas y su cumplimiento por todos los agentes. Además, hay que reconocerlo, las reglas informales cambian más lentamente que las formales o escritas. El éxito de una reforma institucional se consigue toda vez que se han repetido varios intentos de acción colectiva para establecer reglas informales en los códigos escritos y no al revés. Las reglas formales se pueden escribir muy fácil y rápidamente, pero toma tiempo practicarlas para asegurar su cumplimiento. 

La informalidad ocurre cuando la conducta de los burócratas no corresponde a las reglas escritas, pues entonces queda abierta la posibilidad de que surja la discrecionalidad burocrática y ésta, a su vez, alimenta la llamada "enfermedad institucional" del incumplimiento de la ley. Una vez que la sociedad acepta que la ley rara vez se cumple o su cumplimiento está sujeto a la discrecionalidad de los agentes, incluido el gobierno, se crean condiciones para que: i) no se mejore la información disponible para que realmente se cumpla la ley y se formalicen los procedimientos legales; ii) prospere el oportunismo económico de los agentes, el cual se expresa en incentivos para violar las leyes, y iii) no surjan incentivos para que los agentes emprendan reformas legales que generen instituciones eficientes para mejorar la coordinación económica. 

La persistencia de la informalidad conduce a la desconfianza y eleva los costos de transacción. Paradójicamente cuando no se cumple la ley se propone ipso facto la creación de más leyes, porque se desconfía de los empleados públicos y entonces la reglamentación crece en exceso. La carrera civil meritocrática es sustituida por la lealtad a la discrecionalidad de la autoridad y no a las instituciones. Las reglas para fijar y ejecutar los procedimientos administrativos de distinta naturaleza sólo tienen significado formal pero no real, ya que existen poderosos incentivos para desviarse de los cauces institucionales. 

La misma informalidad es un arreglo institucional, como otros, que tiene costos y beneficios. Sus costos son la corrupción y la ineficiencia que se "institucionalizan" y su resultado es que los costos de transacción sociales se elevan de manera significativa. Los beneficios son que permite completar un buen número de intercambios a pesar de las reglas escritas. Cuando la informalidad invade todo el cuerpo social, público y privado y es aceptado como algo "normal" en la propia estructura política, la corrupción se arraiga y se torna difícil de eliminar. Cambiar las reglas formales per se no ayuda mucho si los incentivos del gobierno y los ciudadanos no se cambian para premiar la eficiencia y penalizar la corrupción. Ciertamente es necesaria una reforma política que permita mejorar de manera considerable los sistemas de información para eliminar la selección adversa de los agentes. 

La informalidad y el incumplimiento de la ley son, en buena medida, algunas de las razones por las cuales las nuevas instituciones no llegan a traducirse en confianza y certidumbre para que los grupos relevantes lleven a cabo sus tareas sustantivas. En México, no cabe duda, se ha producido una suerte de "desinstitucionalización" porque las nuevas reglas no son consistentes, no se han completado y no se cumplen. El resultado: una fuerte erosión de las reglas de entendimiento y negociación entre los agentes. Éstas se habían socializado e internalizado culturalmente en su comportamiento cotidiano a lo largo de décadas.", Su cambio brusco produce una suerte de "descontrol de los principios" que habían organizado la vida económica y política de la sociedad mexicana; en consecuencia, se puede decir que la oferta estatal de reformas institucionales simplemente no ha satisfecho las demandas sociales. 

UNA CONSIDERACIÓN FINAL 

En este ensayo se insiste en que a pesar de la necesidad, la amplitud y la profundidad de la reforma institucional, aún queda mucho que desear. No se trata, por supuesto, de repetir la carrera juridicista. Se podría admitir que sólo se han implantado las primeras reformas, pero falta un segundo conjunto que probablemente ayude a alcanzar y mantener un conjunto de metas ambiciosas: crecimiento sostenido, considerable disminución de la pobreza, reforma educativa para elevar sensiblemente la calidad del capital humano, reforma financiera profunda para mejorar el funcionamiento de los mercados de capitales, reforma laboral, fortalecimiento de la infraestructura básica y, por supuesto, avances significativos en la calidad del sector público. 

La experiencia mexicana refleja la complejidad de la reforma institucional. Hay que reconocer, al mismo tiempo, que todavía se sabe poco de los mecanismos de mercado y fuera de él que permitan concebir instituciones más eficientes. Es comparativamente más fácil formular y aplicar políticas macroeconómicas eficientes que instituciones y regulaciones viables y eficientes. La última impresión es que se necesita mucha más humildad para reconocer que no se tienen todas las respuestas a problemas complejos. El neoinstitucionalismo es apenas una invitación a continuar el estudio, la investigación y la discusión sobre el papel de las instituciones en el desarrollo, pero también puede contribuir a mejorar el entendimiento sobre cómo alcanzar muchas de las metas nacionales. 

Notas:

1. J. Schumpeter, Capitalism, Socialism, and Democracy, Alien and Unwin, Londres, 196 1. 

2. En efecto, es bien conocida la literatura que ha abordado el estudio del desarrollo económico por el papel de la política económica, el Estado, los sectores de la economía, los empresarios, la innovación tecnológica, el sistema financiero, las haciendas, la moneda, etcétera, aunque muy pocos han estudiado el papel de los derechos de propiedad, los contratos, el sistema judicial, las instituciones monetarias y las financieras y fiscales, entre otros aspectos. Quizá sea el momento de reparar esa importante omisión en los programas de investigación. 

3. Ciertamente hay excepciones, pues algunos historiadores económicos se habían preocupadopor introduciré¡ papel de las instituciones en el desarrollo económico. Algunos ejemplos son los siguientes: W.P. Giade, The Latin American Economies. A Study of TheirInstitutional Evolution, American Book, Nueva York, 1969; J. Ayala, Estado y desarrollo. Laformación de la economía mixta mexicana, Fondo de Cultura Económica, 1988; J. Coatsworth, Los orígenes del atraso. Nueve ensayos de historia económica de México en los siglos xvll y xix, Alianza Editorial, México, 1990; J. Strect y D. James, "Institutionalism, Structuralism, and Dependeney in LatinAmerica", Journal of Economic Issues, núm. 3, septiembre de 1982; L. Lomelí y E. Zebadúa, La política económica de México en el Congreso de la Unión (1970-1982), Fondo de Cultura Económica, México, 1998, y A. de la Vega, La evolución del componentepetrolero en eldesarrolloy la transición de México, UNAM, 1999. 

4. Un tratamiento amplio sobre el aparato conceptual del neoinstitucionalismo puede revisarse en J. Ayala, Instituciones y economía. Una introducción al neoinstitucionalismo económico, Fondo de Cultura Económica, México, 1999. 

5. M. Olson, "Big Bilis on the Sidewalk: Why Some Nations Are Rich, and Other Poor", Journal of Economie Perspectives, vol. 1 0, núm. 2, primavera de 1996. 

6. J.Stiglitzetal.,TheEconomicRoleoftheState,BasilBlackweil, 1990. 

7. El Banco Mundial ha reconocido recientemente que este enfoque es claramente estrecho y su capacidad explicativa muy limitada. Véase Shabid Javed Burki y Guillermo Perry, Institutions Matter. Beyond the Washington Consensus, Banco Mundial, Washington, 1998, p. 14 y ss. 

8. Citado por L. Rubio, A la puerta de la ley, Cal y Arena, México, 1994, p. 152. 

9. Para una interesante comparación de las ideas de Tocqueville y Zavala véase G. Zabiudovsky, Sociología Apolítica el debate clásico y contemporáneo, UNAM-Miguel Ángel Porrúa, México, 1995. 

10. E. Rabasa, La evolución histórica de México, Porrúa, Méxi- co, 1972. 

11 - Justo Sierra, Evolución política delpueblo mexicano, UNAM, México, 1948, pp. 396-397. 

12. E. Rabasa, op. cit. 

13. Ibid., p. 267. 

14. Ibid., p. 269. 

15. J. Bazant, Historia de la deuda exterior de México, 1823-1946, México, 1968, p. 14, citado por C. Elizondo, "La fragilidad tributaria del Estado mexicano", El Mercado de Valores, nú m. 7, j u 1 io de 1999, p. 23. 

16. Para un recuento del desarrollo de instituciones mexicanos en el período de la revolución véase J. Ayala, Estado y desarrollo      .... op. cit. 

17. Ibid., pp. 12 y 13. 

18. Para un exploración de esta hipótesis véase J. Ayala, "Crisis recurrentes y debilidad institucional", mimeo., CátedraExtraordinaria Ignacio Ramírez, Facultad de Economía, UNAM, 1998. 

19. Desde una perspectiva general Jon Eister ha planteado este tema con toda claridad cuando se refiere a las relaciones entre constituciones, democracia y mercado. Afirma Eister: "La estabilidad y duración de las instituciones políticas son un valor importante en sí mismas, ya que permiten elaborar planes a largo plazo. Pero todas las instituciones están siempre disponibles, quienes ejercerán el poder se verán tentados a aprovechar sus puestos con fines privados, y los marginales del poder vacilarán en crear proyectos que lleven tiempo en rendir frutos". J. Eister y R. Siagstad, Constitucionalismoy democracia, Fondo de Cultura Económica, México, 1999. 

20. N. A. de la Vega, La evolución del componente petrolero en el desarrollo y la transición de México, UNAM, 1999. 

21. S. Holmes, "Las reglas mordaza o la política de la omisión", en J. Eister y R. Siagstad, op. cit.. 

22. Luis Rubio, A la puerta de la ley, op. cit. 

23. D.North,TheRiseoftheWestern World,CambridgeUniversity Press, Cambridge, 1973, p. 157. 

24. Esta idea la ha desarrollado K. A. Shepsie, quien sugiere que los agentes económicos carecen de mecanismos de sincronización que les permitan: i) atemperar sus intereses e incentivos de corto plazo que son los dominantes de su conducta, y ii) restringir su conducta racional y egoísta. Si se logra establecer un nuevo arreglo institucional, entonces las posibilidades para obtener las ganancias en el mediano y largo plazos se amplían de manera notable. K. A. Shepsie, "The Polical Economy of State Reform. Political to the Core", mimeo., Seminary for the State Reform, Bogotá, Colombia, abril de 1998. 

25..Los cambios mencionados se refieren enHéctorAguilarCamín, "Compuerta", Nexos, agosto de 1993. 

26. La idea de la desinstitucionalización ha sido puesta en circulación, entre otros analistas, por Luis Rubio, "La desinstitucionalización de México", Reforma, 20 de febrero de 1994, p. 9, y "Los costos de una reforma inconclusa", Reforma, 13 de febrero de 1994, p. 9. 

* Coordinador del Centro de Estudios Económicos, Facultad de Economía, UNAM <jayalaecono@iserve.netmx>. El texto corresponde, básicamente, a la ponencia que el autor presentó para ingresar como miembro de número a la Academia Mexicana de Economía Política. 

